El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación. 
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Accionante:

CARLOS ARTURO MONTOYA BETANCOURT
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COLPENSIONES
Proceso:                
Acción de Tutela – Confirma amparo concedido por el a quo y declara carencia actual de objeto

Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas:


DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL / RESOLUCIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN FORMULADO ANTE LA JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN. “La Sala comparte parcialmente esa decisión, ya que el derecho fundamental a la seguridad social del actor resultó efectivamente amenazado, pues para la fecha del fallo de primera instancia, no había prueba de que su expediente hubiese sido remitido a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez de Risaralda, a pesar de que el recurso de apelación fue formulado desde el 19 de agosto de este año. (…) [D]e acuerdo con la información suministrada por el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de la Administradora Colombiana de Pensiones, mediante Resolución 968 de 2016 el Gerente Nacional de Reconocimiento de esa entidad ordenó el pago de honorarios a favor de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, para que fueran calificados en segunda instancia varios ciudadanos, entre ellos el señor Carlos Arturo Montoya Betancourt. De ese acto administrativo se dio conocimiento al actor mediante oficio de 27 de octubre último, suscrito por ese mismo funcionario. Tal hecho lo corroboró el accionante, quien informó a esta Sala que el expediente ya había sido remitido a la Junta Nacional de Invalidez y que se le asignó cita para efectos de realizar la correspondiente valoración para el día 15 del presente mes. Se configuró entonces un hecho superado respecto de la orden que se impuso a la entidad demandada, toda vez que ya se resolvió la pretensión del demandante y que justificó que en primera instancia, se le otorgara el amparo solicitado.”.
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-117A de 2014.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, catorce (14) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

     
Acta No. 588 de 14 de diciembre de 2016


Expediente No. 66001-31-03-004-2016-00381-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, el pasado 27 de octubre, en la acción de tutela que en contra de esa administradora de pensiones instauró el señor Carlos Arturo Montoya Betancourt, a la que fueron vinculados los Gerentes Nacionales de Defensa Judicial y de Gestión Documental de esa entidad y la Junta Regional de Calificación de la Invalidez de Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 
1.1 En razón a su diagnóstico de espolón calcáneo, hiperplasia de la próstata, hipertensión arterial, lumbago y trastorno depresivo recurrente, inició el trámite de calificación de la pérdida de capacidad laboral ante Colpensiones, entidad a la cual ha cotizado para cubrir sus riesgos de vejez, invalidez y muerte.
1.2 El 8 de agosto último la Junta Regional de Invalidez de Risaralda lo calificó con una pérdida de capacidad laboral del 43,69%, de origen común y con fecha de estructuración de 16 de febrero de este año. Contra esa decisión, el 16 de agosto siguiente, interpuso recurso de apelación.
1.3 El expediente no ha podido ser remitido a la Junta Nacional de Invalidez, porque, tal como le explicaron en la Junta Regional, Colpensiones ha incumplido su obligación de realizar el pago de los respectivos honorarios, omisión que obstaculiza su acceso a la pensión de invalidez.
2. Considera lesionados sus derechos a la dignidad y seguridad social. Para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada sufragar los honorarios requeridos por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez de Risaralda.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 14 de octubre último se admitió la demanda contra la Administradora Colombiana de Pensiones, “representada legalmente por el doctor Luis Fernando de Jesús Ucrós Velásquez”; dispuso vincular a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y a los Gerentes Nacionales de Defensa Judicial y de Gestión Documental de Colpensiones. 
2. No hubo pronunciamiento alguno.
3. Mediante sentencia del pasado 27 de octubre último la señora Jueza Cuarta Civil del Circuito de Pereira concedió el amparo solicitado y ordenó a los Dres. Mauricio Olivera González, Juanita Durán Vélez y Juan Carlos Sánchez Mera, en su orden Presidente, Gerente Nacional de Defensa Judicial y Gerente Nacional de Gestión Documental de Colpensiones, pagar los honorarios requeridos para poder remitir el expediente del actor a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez con el fin de que se decida el recurso de apelación interpuesto por él.
Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que la entidad accionada ha incumplido su obligación de adelantar las gestiones que corresponden para que se surta el recurso de apelación interpuesto por el accionante.

4. Inconforme con el fallo, el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones, lo impugnó. Solicitó se declarara la carencia actual de objeto por hecho superado, en razón a que por oficio de 27 de octubre de este año se resolvió la solicitud elevada por la demandante.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Como problema jurídico, corresponde a la Sala resolver si la entidad demandada desconoció el derecho a la seguridad social de que es titular el accionante, al no sufragar los honorarios requeridos para tramitar el recurso de apelación interpuesto contra el dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral emitido por la Junta Regional de Invalidez de Risaralda; además, si se está frente a un hecho superado, como lo propone la entidad impugnante.

3. La funcionaria de primera sede, como ya se indicara, concedió el amparo solicitado y ordenó a Colpensiones pagar los citados valores, para así poder dar trámite al recurso formulado ante la Junta Nacional de Calificación.

La Sala comparte parcialmente esa decisión, ya que el derecho fundamental a la seguridad social del actor resultó efectivamente amenazado, pues para la fecha del fallo de primera instancia, no había prueba de que su expediente hubiese sido remitido a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez de Risaralda, a pesar de que el recurso de apelación fue formulado desde el 19 de agosto de este año.

Sin embargo, la orden para protegerlo se impuso al Presidente y a los Gerentes Nacionales de Defensa Judicial y de Gestión Documental de Colpensiones, a pesar de que carecen de legitimación para hacerlo, pues esa competencia radica en el Gerente Nacional de Reconocimiento, toda vez que, tal como aquí quedó acreditado, fue ese funcionario quien adelantó la actuación que el actor pretendía obtener por vía de tutela, aspecto sobre el que se hará mención más adelante. 

En consecuencia, se revocará el ordinal segundo del fallo que se revisa, por ser improcedente la orden impuesta a aquellos funcionarios, pues carecen de legitimación en la causa por pasiva.

4. Empero, es preciso señalar que en esta instancia se pudo constatar que tal derecho se encuentra satisfecho en la actualidad.
En efecto, de acuerdo con la información suministrada por el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de la Administradora Colombiana de Pensiones, mediante Resolución 968 de 2016 el Gerente Nacional de Reconocimiento de esa entidad ordenó el pago de honorarios a favor de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, para que fueran calificados en segunda instancia varios ciudadanos, entre ellos el señor Carlos Arturo Montoya Betancourt
. De ese acto administrativo se dio conocimiento al actor mediante oficio de 27 de octubre último, suscrito por ese mismo funcionario
.
Tal hecho lo corroboró el accionante, quien informó a esta Sala que el expediente ya había sido remitido a la Junta Nacional de Invalidez y que se le asignó cita para efectos de realizar la correspondiente valoración para el día 15 del presente mes
.
Se configuró entonces un hecho superado respecto de la orden que se impuso a la entidad demandada, toda vez que ya se resolvió la pretensión del demandante y que justificó que en primera instancia, se le otorgara el amparo solicitado.

De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: "Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 

2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”
2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
5. En conclusión, se confirmará el fallo que se revisa en cuanto concedió el amparo solicitado, pero se declarará la carencia actual de objeto por encontrarse superado el hecho que originó la lesión a esa garantía constitucional. El ordinal segundo será revocado, sin que resulte menester impartir orden alguna para proteger el derecho lesionado. Y se adicionará para negar la tutela frente a la Junta Regional de Invalidez pues a pesar de haber quedado probado que no lesionó derecho alguno del actor, se omitió resolver dicha situación en el fallo impugnado.
6. Considera la Sala necesario llamar la atención al juzgado de primera sede, pues además de vincular a la actuación a funcionarios sin competencia para definir la cuestión, admitió la acción de tutela contra el Dr. Luis Fernando de Jesús Ucrós Velásquez como representante legal de la entidad demandada, cuando el cargo que él ocupa dentro de la Administradora es el de Gerente Nacional de Reconocimiento e impuso la orden que contiene el fallo al Dr. Mauricio Olivera González como Presidente de Colpensiones, aunque no fue vinculado al trámite. A pesar de lo anterior, no se declarará nulidad alguna porque además de no haber sido alegada por los otros funcionarios de la entidad que él preside y que sí fueron vinculados correctamente a la actuación, cesó la vulneración de los derechos cuya protección se solicitó.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 27 de octubre, en la acción de tutela instaurada por el señor Carlos Arturo Montoya Betancourt contra la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, excepto el ordinal segundo que SE REVOCA; se declara la carencia actual de objeto y SE ADICIONA para negarla frente a la Junta Regional de Calificación de la Invalidez de Risaralda. 

SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
(continúa parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia proferida en la tutela radicada 66001-31-03-004-2016-00381-01)

TERCERO. Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 49 a 56, cuaderno No. 1


� Folio 48, cuaderno No. 1


� Folio 4, cuaderno No. 2.


� Sentencia T-117A de 2014, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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